RESOLUCIÓN N.º 1259-2007/TC-S3

Sumilla:    El  Principio de Retroactividad Benigna, consagrado en el numeral 5 del artículo 230 de la Ley del Procedimiento Administrativo General, Ley N.° 27444, señala que las disposiciones sancionadoras actuales se apliquen a relaciones jurídicas preexistentes siempre que sean más favorables a los supuestos infractores.

Lima,  29 de agosto de 2007
Visto en sesión de fecha 22 de agosto de 2007 de la Tercera Sala del Tribunal de Contrataciones y Adquisiciones del Estado el Expediente N.° 709.2006.TC, sobre el procedimiento de aplicación de sanción a la firma ABS ABASTECIMIENTO Y SERVICIOS GENERALES DE CARLOS ENRIQUE ALVARO UGAZ, por supuesta responsabilidad en el incumplimiento injustificado de sus obligaciones derivadas de la Orden de Servicio N.º 959, relacionada con la Adjudicación de Menor Cuantía Nº 547-2003-UNFV, efectuada por la Universidad Nacional Federico Villarreal, para el servicio de reparación  de techo del Laboratorio de Genética de FOPCA, dando lugar a que ésta se resuelva; y atendiendo a los siguientes:    
ANTECEDENTES:

1. La Universidad Nacional Federico Villarreal, en adelante la Entidad, con fecha 24 de julio de 2003, convocó a la Adjudicación de Menor Cuantía Nº 547-2003-UNFV, para el servicio de reparación  de techo del Laboratorio de Genética de FOPCA de la Universidad Nacional Federico Villarreal. 

2.   Como resultado de dicho proceso de selección, el Comité Especial Permanente del Proceso de Adjudicación de Menor Cuantía Nº 547-2003-UNFV, otorgó la Buena Pro a la empresa ABS ABASTECIMIENTO Y SERVICIOS GENERALES DE CARLOS ENRIQUE ALVARO UGAZ, en sucesiva el Contratista. 

3.    Con fecha 14 de agosto de  2003 la Entidad emitió a nombre del Contratista la Orden de Servicios  Nº 00000959
, por el monto total de S/. 780.00 Nuevos Soles, para que en el plazo ofertado por éste cumpla con el servicio de reparación para el que había sido solicitado. 

4.    Con fecha 23 de febrero de 2004 la Entidad, vuelve a requerir al Contratista, otorgándole 10 días para que cumpla  con sus obligaciones derivadas de la Orden de Servicio Nº 00000959 del  proceso de Menor Cuantía Nº 547-2003-UNFV, siendo recepcionada la presente con fecha 02 de marzo del 2004, por el señor Álvaro Espino Eder, quien se presentó como dueño de la empresa, según consta en la anotación que se hizo en la  parte posterior de la carta. 

5.  La Entidad mediante Carta Notarial N.º 3902
, notificada por conducto notarial el 03 de marzo de 2004, requirió a El Contratista para que dentro del plazo de diez días cumpla con las obligaciones contractuales derivadas de la Orden de Servicio N.º 959.

6.   En abril del 2004, mediante Carta Notarial Nº 4108
 la Entidad comunicó al Contratista que el contrato proveniente del proceso de selección AMC Nº 547–2003-UNFV, ha quedado resuelta. 

7.   Con fecha 29 de mayo de 2006 la Entidad  pone en conocimiento de  este Colegiado los hechos antes descritos, y solicitó el inicio del procedimiento administrativo.

8.   Mediante decreto  de fecha 30 de mayo de 2006, de manera previa al inicio del procedimiento administrativo sancionador, se requirió a la Entidad a fin de que remita, entre otros, el informe técnico y/o legal de su asesoría sobre la procedencia y presunta responsabilidad del Contratista.  

9.  Con escrito de fecha 07 de julio de 2006, la Entidad cumplió con remitir la información requerida, y en virtud a ello, con decreto  de fecha 10 de julio de 2006 el Tribunal dispuso el inicio del procedimiento administrativo sancionador contra el Contratista por supuesta responsabilidad en el incumplimiento injustificado de sus obligaciones, dando lugar a la resolución de la Orden de Servicio N.º 959, y se le otorgó el plazo de diez días para que presente sus descargos, bajo apercibimiento de resolver con la documentación obrante en autos.

10.   El 26 de julio  de 2006, el notificador del Tribunal efectuó la devolución de la Cédula de Notificación N.º 12759/2006.TC cursada al Contratista mediante la cual se le requirió la presentación de su escrito de descargos, adjuntando el Acta de Diligencia de Entrega de Notificación donde consignó que al apersonarse al domicilio señalado por la Entidad un señor manifestó desconocer al destinatario de la cédula.

11.    En función a lo anterior, mediante decreto de fecha  29 de setiembre de 2006, se dispuso notificar al Contratista del inicio del presente procedimiento administrativo sancionador vía publicación en el Boletín Oficial del Diario Oficial El Peruano, al ignorarse su domicilio. La citada publicación se realizó el 14 de setiembre de 2006.

12.    Habiendo vencido el plazo para que el Contratista presente sus descargos respectivos, mediante decreto de fecha 29 de setiembre de 2006 se hizo efectivo el apercibimiento decretado de resolver con la documentación obrante en autos y se dispuso remitir el expediente a la Sala Única del Tribunal para que resuelva.

13.   Mediante Resolución Nº 279-2007-CONSUCODE/PRE del 21 de mayo del 2007, se reconformaron las Salas del Tribunal de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, en relación a ello, con Decreto del 04 de junio del 2007, se remitió el presente expediente a la Tercera Sala del Tribunal.  
FUNDAMENTACIÓN:

1. El presente procedimiento administrativo sancionador ha sido iniciado en contra de la empresa ABS ABASTECIMIENTO Y SERVICIOS GENERALES DE CARLOS ENRIQUE ALVARO UGAZ, por su supuesta responsabilidad en el incumplimiento injustificado de obligaciones derivadas de la Orden de Servicios Nº 00000959, infracción que se encontraba tipificada en el literal a) del artículo 205 del Reglamento de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, aprobado mediante Decreto Supremo Nº 013-2001-PCM
, debido a que el proceso fue convocado cuando se encontraba vigente el mencionado cuerpo normativo.

Al respecto, debe tenerse presente que para la configuración del supuesto de hecho de la norma que contiene la infracción invocada, se requiere previamente acreditar que la orden de servicios ha sido resuelta por causas atribuibles al contratista de acuerdo al procedimiento establecido en el artículo 144 del Reglamento
.

2. A efectos de acreditar el cumplimiento del debido procedimiento de resolución de la orden de servicios, la Entidad ha presentado las Cartas Notariales Nº 3902 y 4108, notificada por conducto notarial el 03 de marzo de 2004 y abril del 2004, respectivamente. Mediante la primera, el Contratista fue requerido para el cumplimiento de sus obligaciones y, a través de la segunda, se le notificó la resolución de la orden de servicio. 

Por tanto, en el caso bajo análisis, la Entidad ha llegado a demostrar que la Orden de Servicios Nº 00000959 fue resuelta de conformidad con el procedimiento establecido en el artículo 144 del Reglamento.
3. No obstante, de manera previa a la calificación sobre la configuración de los supuestos de hecho contemplados en el citado dispositivo reglamentario, en aplicación del actual Texto Único Ordenado de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, aprobado por Decreto Supremo N.° 083-2004-PCM, y su Reglamento, aprobado por Decreto Supremo N.° 084-2004-PCM, en virtud al Principio de Retroactividad Benigna, consagrado en el numeral 5 del artículo 230
 de la Ley del Procedimiento Administrativo General, Ley N.° 27444, que aconseja que las disposiciones sancionadoras actuales se apliquen a relaciones jurídicas preexistentes siempre que sean más favorables a los supuestos infractores, corresponde que este Tribunal analice si la adquisición realizada se encuentra dentro de los alcances de la normativa de contrataciones y adquisiciones del Estado, puesto que el monto del servicio pactado a través de la Orden de Servicio N.° 00000959 (S/. 780.00 Nuevos Soles) es menor a una Unidad Impositiva Tributaria y, como consecuencia de ello, establecer si este Colegiado es competente para emitir su pronunciamiento respecto a la imputación formulada contra la Contratista.
4. Tal como ha señalado la doctrina “La regla irretroactividad tiene una excepción: Si luego de la realización de un hecho sancionable según la ley preexistente, se produce una modificación legislativa y la nueva ley es, en su consideración integral, más benigna para el administrado, bien porque quita al hecho el carácter punible, o porque establece una sanción de menor efecto dañino para el sujeto pasivo, entonces será dicha ley ( la más favorable o benigna) la aplicable al caso, no obstante no haber regido al momento de que se ejecutará el ilícito administrativo”
. Asimismo, debe precisarse que la retroactividad sólo es aplicable a los hechos sobre los que no se ha realizado un pronunciamiento firme y consentido por parte de la Entidad, puesto que, una vez producido, la autoridad administrativa no podrá retrotraer las normas posteriores, ya que es un acto firme e inmodificable en sede administrativa.
5. Atendiendo a lo expuesto, resulta conveniente mencionar que el literal g) del numeral 2.3 del artículo 2 del Texto Único Ordenado de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, aprobado por Decreto Supremo N.° 083-2004-PCM ha contemplado los supuestos de hecho en los cuales dicho cuerpo legal resulta inaplicable. Entre dichos supuestos se encuentra el referido a las adquisiciones y contrataciones cuyos montos sean iguales o inferiores a una Unidad Impositiva Tributaria vigente al momento de la transacción.
6. Fluye de los antecedentes reseñados que el monto del servicio de reparación  de techo del Laboratorio de Genética de FOPCA de la Entidad  es menor a una Unidad Impositiva Tributaria (S/. 780.00 Nuevos Soles); motivo por el cual se colige que dicho servicio se encuentra fuera de los alcances de la normativa de contrataciones y adquisiciones del Estado.
7. Consecuentemente, siendo que, en virtud del Principio de Retroactividad benigna, resultan aplicables al caso que nos atañe las disposiciones contenidas en el Decreto Supremo N.° 083-2004-PCM por ser más favorables al presunto infractor, no corresponde evaluar las circunstancias que dieran origen a la denuncia formulada por la Entidad, toda vez que al no ser de aplicación la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado y su Reglamento, este Tribunal carece de competencia para pronunciarse sobre los hechos expuestos precedentemente, debiendo archivarse el expediente administrativo; sin perjuicio de las acciones legales que la Entidad estime por conveniente adoptar en salvaguarda de sus intereses.

Por estos fundamentos, de conformidad con el informe de la Vocal Ponente doctora Janette Elke Ramírez Maynetto, con la intervención de los doctores Juan Carlos Valdivia Huaringa y Carlos Vicente Navas Rondón, atendiendo a la reconformación de la Tercera Sala del Tribunal de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, según lo dispuesto en la Resolución N.º 279-2007-CONSUCODE/PRE de fecha 21 de mayo de 2007, y de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 53, 59 y 61 del Texto Único Ordenado de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, aprobado por Decreto Supremo N.º 083-2004-PCM, su Reglamento, aprobado por Decreto Supremo N.º 084-2004-PCM, el Decreto Supremo N.º 013-2001-PCM y los artículos 17 y 18 del Reglamento de Organización y Funciones del CONSUCODE, aprobado por Decreto Supremos N.º 054-2007-EF; analizados los antecedentes y luego de agotado el correspondiente debate, por unanimidad;

LA SALA RESUELVE:

1.- Declarar que este Tribunal carece de competencia para pronunciarse respecto a la supuesta responsabilidad de la empresa ABS ABASTECIMIENTO Y SERVICIOS GENERALES DE CARLOS ENRIQUE ALVARO UGAZ por no cumplir la orden de servicios emitida a su favor, por los fundamentos expuestos, debiendo archivarse el expediente; sin perjuicio de las acciones legales que la Entidad estime por conveniente adoptar en salvaguarda de sus intereses.
Regístrese, comuníquese y publíquese.

PRESIDENTE

 VOCAL           

                                                                    VOCAL

ss.

Valdivia Huaringa.

Ramírez Maynetto.

Navas Rondón.

� Documento obrante a fojas 31 del expediente administrativo.


� Documento obrante a fojas 73 del expediente administrativo


� Documento obrante a fojas 77 del expediente administrativo


�“Artículo 205.- Causales de imposición de sanción a los proveedores, postores y contratistas.- El Tribunal impondrá la sanción administrativa de inhabilitación temporal o definitiva a los proveedores, participantes, postores y/o contratistas que:


(…)


a) (…) no cumplan la orden de compra o de servicios emitida a su favor;


(…)” 


� “Artículo 144.- Resolución del contrato.- Si alguna de las partes falta al cumplimiento de sus obligaciones, la parte perjudicada deberá requerirla mediante carta notarial para que las satisfaga en un plazo no menor de dos (2) ni mayor de quince (15) días (…)  bajo apercibimiento de resolver el contrato (…) Si vencido dicho plazo el incumplimiento continúa, la parte perjudicada, mediante carta notarial, resolverá el contrato en forma  total o parcial.


   (…)”


� Artículo 230.- Principios de la potestad sancionadora administrativa


La potestad sancionadora de todas las entidades está regida adicionalmente por los siguientes principios especiales:


(…)


5. Irretroactividad.- Son aplicables las disposiciones sancionadoras vigentes en el momento de incurrir el administrado en la conducta a sancionar, salvo que las posteriores le sean más favorables. (El resaltado es nuestro).


� Morón Urbina, Juan Carlos, Comentarios a la Ley del Procedimiento Administrativo General, Gaceta Jurídica, Primera Edición 1991, Pág. 519.
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